Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:39). 


Antes de que ingrese la delegación de invitados, me gustaría conocer la opinión de los 
miembros de la Comisión respecto a cuatro temas que voy a mencionar, puesto que se nos ha 
planteado considerarlos con la mayor celeridad. 


Uno de ellos es el vinculado a la Agencia Nacional de Vivienda, respecto al cual se ha 
realizado un distribuido con propuestas de modificaciones de parte del señor senador Bordaberry. Hay 
un compromiso de la Comisión de analizar este tema lo antes posible. 


Por otra parte, se ha sancionado la ley general de derecho internacional privado. Los 
senadores que han estado aquí por más de una legislatura y saben que se ha venido trabajando en 
este proyecto de ley durante muchos años. El doctor Opertti me llamó para manifestar su disposición 
para comparecer ante la Comisión, al igual que lo hicieron otros calificados juristas especializados. 


También tenemos un proyecto de ley presentado por la señora senadora Aviaga en el sentido 
de otorgar feriado al departamento de Salto en ocasión de cumplirse los 260 años de su creación. 
Planteo este tema por los motivos: porque se acerca la fecha y porque la última vez que consideramos 
un asunto de este tipo, se plantearon algunas consideraciones de orden —sobre todo por parte del 
señor senador Michelini—, con la intención de generar algún criterio objetivo al respecto. 


El cuarto asunto, refiere a la intención de formar hoy la subcomisión que tenemos 
comprometida desde hace algunos meses, que tendrá como objetivo trabajar en los dos proyectos de 
ley que tienen que ver con género. Quiero recordar que habíamos llegado a un acuerdo por el cual 
conformaríamos una subcomisión para ello. 


Creo que podemos ocuparnos de estos temas y establecer algún criterio, por ejemplo, si es 
posible, acerca de la formación de esta subcomisión. 


SEÑORA MOREIRA.- En conversaciones informales que mantuvimos, acordamos que hubiera un 
representante por partido. En esta comisión están representados todos los partidos —me ofrezco para 
representar al Frente Amplio—, por lo tanto, escuchemos la opinión de los señores senadores 
Bordaberry y Mieres a los efectos de conformar hoy mismo la subcomisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Nos parece bien. De todas maneras, la subcomisión no va a votar nada, 
solamente va a trabajar, por lo que las mayorías y minorías no importan. 


Con gusto vamos a trabajar en dicha subcomisión. 
SEÑOR MIERES.- Como integrante del Partido Independiente haremos lo propio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como miembro del Partido Nacional me comprometo a dar el nombre esta 
semana —veremos si será el señor senador Heber o quien habla—, que se sumará a los señores 
senadores Moreira, Bordaberry y Mieres. 


De este modo queda conformada la subcomisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sería bueno designar una coordinadora para la subcomisión a los efectos de 
realizar la citación. 


(Apoyados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que tiene que ver con el proyecto de ley sobre derecho internacional 
privado se me había ocurrido incorporarlo al orden del día a partir de la próxima sesión, en función de 
que hayamos finalizado la discusión del proyecto de ley sobre la fiscalía. Creo que en orden de 
prioridad no hay ningún otro proyecto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Está el tema respecto a la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al tema de la Agencia Nacional de Vivienda, propongo que cada 
uno analice las consideraciones del senador Bordaberry a fin de poder aprobar este asunto el próximo 
martes y que el miércoles ingrese a la sesión del Senado. De lo contrario, si lo consideráramos hoy, 
como el día de mañana no hay sesión del Senado el asunto podría ingresar el próximo martes. 


SEÑOR MIERES.- Además tenemos pendiente, como resultado de los acuerdos sobre seguridad, un 
proyecto de ley sobre el agravamiento de las penas de homicidio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No recordaba ese asunto, que tiene prioridad. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Yo quería recordar que cuando votamos modificaciones al CPP, la bancada del 
Frente Amplio desglosó el principio de oportunidad, que formaba parte de ese proyecto pero no estaba 
dentro de los acuerdos. Por nuestra parte, tenemos interés en que este proyecto sea tratado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si todos están de acuerdo, estableceríamos un orden del día, por supuesto 
manteniendo como prioridad el tema de fiscalía y luego los dos proyectos restantes surgidos de la torre 
ejecutiva y que están pendientes de consideración. Inmediatamente después, incorporaríamos el tema 
del derecho internacional privado. Esto en el entendido de aprobar el martes el asunto sobre la 
Agencia Nacional de Vivienda, con las consideraciones que tengamos que hacer sobre la base del 
análisis del repartido del senador Bordaberry. Creo que no hay otras propuestas modificativas o de 
incorporación. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quería hacer una aclaración. El asunto sobre el principio de oportunidad lo 
debemos tratar cuando las modificaciones al CPP ya estén aprobadas en la Cámara de 
Representantes. En realidad, no sé si eso ya ocurrió. Debe tener número de ley porque el proyecto 
hace referencia a esa ley que debía estar aprobada y justamente por ese motivo se hizo el desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces dejamos pendiente este asunto a la espera de la sanción en la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Aprovechando que se está confeccionando esta importante agenda, 
me permito recordar que hay que retomar los trabajos con respecto a los contratos de seguros, que es 
un proyecto del Poder Ejecutivo. Deberíamos invitar al directorio del Banco de Seguros del Estado, 
pues este trabajo quedó a medio camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consulta a los demás senadores. La senadora Aviaga había 
presentado un proyecto de ley —ella me solicitó expresamente que planteara esto- para declarar 
feriado para el departamento de Salto el día 8 de noviembre de 2016 por única vez, motivado por la 
celebración de los 260 años de su proceso fundacional. Se trata de una iniciativa planteada por la 
senadora y yo me limito a trasladar su solicitud en cuanto a que lo planteara en este ámbito. 


El proyecto de ley original dice que se otorgaría goce de licencia durante la fecha, y no se 
establece que sea paga. Consulto si estaríamos dispuestos a votarlo si fuera algo meramente 
declarativo. Pregunto esto porque justamente esto fue discutido en la última oportunidad en que se 
votó algo similar. En aquel caso se planteó tener consideración particular en cuanto a no acelerar estas 
cosas que implican costo. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Se conformará el orden del día en función de lo hablado y con las prioridades establecidas. 
El próximo martes se votará lo concerniente a la Agencia Nacional de Vivienda, luego de interiorizarnos 
de la sugerencia de modificación que realizó el señor senador Bordaberry a los efectos de 
incorporarlas el miércoles en el Plenario. 


(Apoyados). 
(Ingresan a sala los representantes de la Asociación de Fiscales del Uruguay). 


—La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida a la delegación de la Asociación 
de Fiscales del Uruguay, integrada por su presidente, el doctor Gustavo Zubía, su vicepresidenta, 
doctora Daniela Ramos, y los vocales doctores Sandra Boragno, William Rosa y Raúl Iglesias. 


Tal como se comunicó, han sido invitados para participar de esta reunión a efectos de 
conocer la opinión de la Asociación de Fiscales del Uruguay en referencia a los artículos que se han 
desglosado en esta comisión del proyecto de ley relativo a la Fiscalía General de la Nación. Esas 
disposiciones no han merecido una posición concordante de todos los miembros y nos es de interés, 
antes de tomar las definiciones finales, conocer la opinión de la Asociación de Fiscales del Uruguay. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR ZUBÍA.- Agradecemos a la comisión que nuevamente nos reciban para hablar de un tema tan 
importante. 


Aunque hemos tratado de ir siguiendo las discusiones que se han producido en la comisión, 
es posible que tengamos ciertos errores en referencia a los números de los artículos que se han ido 
modificando y de algunos otros temas porque la discusión —los señores senadores lo tienen más claro 
que nosotros— ha sido ardua, aunque aclaro que este asunto nos ocupa mucho. 


Lo primero que queremos manifestar, antes de empezar con el tema central de los artículos 
que generan dudas, es que en la oportunidad anterior en que estuvimos en esta comisión hicimos 
referencia al concepto de funcionalización. Con ello queríamos explicar el fenómeno de que, de alguna 
forma, estimamos que la ley orgánica quita a los fiscales determinadas prerrogativas necesarias para el 
ejercicio del cargo. Queríamos explicar eso y el utilizado nos pareció un término castizo. Sabemos que 
en esta sala se han emitido opiniones referentes a que se trata de un término del lunfardo, pero 
estimamos que eso no es de aceptación. 


El segundo punto al que nos queríamos referir, también vinculado a las discusiones que se 
han promovido en esta comisión, es que el doctor Risso, que realizó un informe a la Asociación, porque 
le habíamos planteado determinados temas específicos, no ha cobrado ningún dinero por dicho 
informe. Hechas estas aclaraciones, nos gustaría hacer un introito vinculado, por ejemplo, a algunos de 
los temas de derecho comparado —que el fiscal de Corte ha manejado con mucha solvencia en esta 
comisión- referente a otras latitudes, donde las instrucciones generales son referentes permanentes. 
Si bien compartimos el concepto de que en el derecho comparado las instrucciones abundan, en todos 
los sistemas acusatorios hay múltiples matices y es importante tenerlo en cuenta. 


La ley orgánica argentina —nosotros trajimos una fotocopia para la comisión— en su artículo 
11, por ejemplo, utiliza la denominación de «magistrados» para los fiscales. La ley orgánica argentina 
fue fuente importantísima, y así está citado en el proyecto de la Fiscalía de Corte, en el articulado que 
ahora se promueve. En su artículo 16 habla de la integración de un consejo general del Ministerio 
Público por parte de seis fiscales elegidos por sufragio entre sus pares. Esa misma ley tiene un 
capítulo de derechos de los fiscales en donde se hace referencia a múltiples tópicos de la carrera, 
inamovilidad y otros elementos que parecerían interesantes. 


Quiere decir que una fuente muy importante del proyecto, que fue elevado a estudio del 
Parlamento, tiene entonces a la ley orgánica argentina del Ministerio Público y Fiscal, como elemento 
central. Destacamos estos tres puntos porque no fueron justamente tenidos en cuenta en esa 


elevación. La ley orgánica argentina fue aprobada en el año 2015, es decir que es de muy reciente 
estructuración. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Se refiere a la Ley n.* 27.148? 
SEÑOR ZUBÍA.- Exactamente, señor senador. 
He traído un material documental muy importante, pero no vamos a gastar tiempo en eso. 


En el caso español, vale decir que en 2008 tuve la oportunidad —en una única salida del país— 
de hacer un curso por derecho al honor en España. Al respecto, voy a contar una anécdota que me 
parece muy pertinente relatar en este ámbito. Se trata de una fiscal que en calidad de tutora me 
acogió para los procesos que se llevaban a cabo en delitos contra el honor. Tuve la oportunidad de 
trabajar con ella, escritorio mediante, como nos encontramos acá, y en ese momento recibe una 
llamada del fiscal general. La fiscal, después de una breve discusión telefónica —no se apartó de mí; no 
era mi problema- cambió su rostro muy afectada, colgó el teléfono y expresó: «Me dijo que archivara». 
Luego me relata que en una causa con connotación eventualmente política, el fiscal general había 
decidido su archivo, y así se lo solicitó. Evidentemente, en la estructura del Ministerio Público español, 
el fiscal general, que tiene una designación política, tiene la capacidad para operar. Quizá los señores 
senadores pensarán que nada tiene que ver con nuestro proyecto porque las instrucciones particulares 
no están previstas en él, pero lo traigo a colación porque cuando el fiscal de corte estuvo aquí hizo 
mención a múltiples proyectos europeos. Citó el caso español, el caso francés —que es similar, pero no 
tuve la suerte de ir allí con ninguna beca-— y otros proyectos donde existe la posibilidad de marcar una 
línea muy draconiana en el momento en que los fiscales deben decidir; no existe la independencia 
técnica en ningún nivel. 


En el caso chileno, la capacidad de avocación del fiscal general, incluso, ha traído problemas 
muy serios desde el punto de vista político y lo hemos observado desde acá. 


Otro ejemplo es el caso colombiano que sería un poco en el que se inspira como fuente la ley 
orgánica que actualmente está en conocimiento del Parlamento. Hemos recibido a muchos 
colombianos que si bien defienden el proceso acusatorio —aclaro que soy partícipe entusiasta de un 
proceso de este tipo—, manifestaron también que han tenido grandes inconvenientes al momento de la 
adecuación, ya que debieron realizar permanentes reformas a toda la estructura procesal y a la 
organización fiscal. Traigo a colación simplemente estos casos pero hay más. También contamos con 
un material sobre las instrucciones generales —tanto de Colombia como de Chile- extensas y 
profundas, que afectan muchas veces toda la movilidad del servicio. Señalo esto para resaltar que el 
tema de las instrucciones generales, si bien es común en el derecho comparado en muchísimas 
legislaciones, sobre todo en lo que tiene que ver con los sistemas acusatorios, hay diferentes matices 
y, a nuestro juicio —sobre todo en el caso que citamos del Ministerio público español-, serían 
inaceptables porque contrariarían inclusive pilares básicos de convivencia. Por supuesto que no lo 
ponemos en tela de juicio desde esta vereda tan lejana, pero para nosotros no serían aceptables las 
instrucciones específicas que puede tener allá el fiscal general. 


Hecha esta aclaración, parece pertinente decir que, como lo señalamos en la primera 
presentación, la asociación se ha pronunciado favorablemente en cuanto a que debe existir una 
estructura de organización, que contenga los principios de unidad que son necesarios al momento de 
producirse un cambio del sistema inquisitivo al acusatorio pero —y será el leitmotiv hasta que termine mi 
exposición— entendemos que debe hacerse en un marco muy delicado de pesos y contrapesos, figura 
literaria que tanto caracteriza al sistema constitucional uruguayo. Estimamos que esa delicadeza en los 
pesos y los contrapesos es lo que puede hacer funcionar a un sistema, sin los excesos que hoy 
pueden imputársele al funcionamiento de las fiscalías, cimentados en una excesiva cantidad de 
pareceres de cada uno de los fiscales; tampoco que se convierta en una uniformidad que pueda afectar 
en última instancia a un principio que es importante respetar como es el de la independencia técnica. 


Entendemos que este tema es muy delicado y por eso es que esta comisión ha dejado 
determinados artículos para analizar más adelante. También hemos observado que las discusiones han 
sido profundas. En manos de ustedes está articular un tema que, a nuestro juicio es muy difícil pero 
estimamos que es el centro de todo posible debate. 


Como simple ilustración de un tema que es de manejo de los señores senadores, pero nos 
pareció que era oportuno abordarlo, queremos señalar que el nuevo Código de Proceso Penal —que los 
integrantes de la asociación, más allá de detalles estamos muy de acuerdo con la necesidad de que 
exista un sistema acusatorio— plantea como vías alternativas de resolución de conflictos, por ejemplo, 
la suspensión condicional del proceso en el artículo 383. En esa posibilidad de esa vía alternativa 
plantea que el fiscal puede solicitar la suspensión condicional cuando la pena mínima no supere los 
tres años y cuando no exista interés público en la persecución penal. Es interesante hacer dos 
aclaraciones y, repito, que no es una crítica al nuevo Código de Proceso Penal, sino que apuntamos a 
vislumbrar cómo engarzan los instrumentos de las instrucciones generales en el nuevo sistema del 
Código de Proceso Penal. Se habla de delitos que no superen, en su pena mínima, los tres años —en 
el caso actual, deberíamos decir de penitenciaría—, que representan aproximadamente un 96 % o un 
97 % de los delitos del Código Penal. Con excepción de la rapiña, extorsión, secuestro u homicidios 
agravados, estamos básicamente en ese porcentaje. Como es un nuevo instrumento que dependerá 
de la existencia de interés público en la persecución de los delitos, todo hace presumir que las 
instrucciones generales, por ejemplo, tendrían que determinar cuándo existe —en qué circunstancias— 
el interés público para la persecución de esos delitos. No creo que, en el futuro, pueda quedar librado a 
los operadores porque volveríamos al elemento que hoy se critica, que es la disparidad de opiniones; 
por el contrario, el régimen acusatorio requerirá un sistema unitario de acción organizada, es decir, la 
unidad en que va a operar el Ministerio Público. 


Como corolario, entonces, es necesaria la existencia de instrucciones generales para 
determinar cuándo existe un interés público en la persecución. Esto va a llevar a que las instrucciones 
generales se transformen en el eje —lo pronostico desde la óptica de quien todavía no ha tenido el 
sistema para ser usado— para saber cuándo vamos a estar frente a la necesidad de perseguir esas 
conductas —como lo dice, repito, el artículo 383 y si existe o no interés público en la persecución. En 
definitiva, las instrucciones generales son un eje muy delicado al momento de articular el nuevo 
sistema procesal penal. 


A nuestro juicio, en la consulta que el doctor Risso nos acercó y que trajimos a esta comisión 
hay un afinado engarce donde él maneja delicados bemoles al momento de hablar de la independencia 
de los fiscales. Él ve determinados peligros, propone ciertas fórmulas, pero en lo que a nosotros 
respecta —para resumir— estimamos que hay dos elementos que son centrales en este engarce 
delicado. El primero de ellos sería la necesidad de un consejo consultivo que, a nuestro entender, 
tendría que estar debidamente integrado; no con la forma de integración que tiene hoy, por ejemplo, el 
consejo designado por el señor fiscal de Corte. Además, ese consejo consultivo, en conjunción con el 
fiscal, asesorándolo concretamente y quizás con intervención preceptiva y vinculante, será el que 
elabore las instrucciones generales que luego regirán toda la actividad de los fiscales. 


Para nosotros, ese consejo consultivo es la piedra de toque, la piedra angular a los efectos de 
que —por lo que decía anteriormente acerca de las formas extraordinarias de los procesos y la 
incidencia que tienen las instrucciones generales en todo el nuevo sistema del Código del Proceso 
Penal-, con experiencia, pueda asesorar al fiscal de Corte. Estimamos que ese consejo consultivo 
debe estar integrado —no es un tema corporativo— por personas que tengan información precisa sobre 
los temas a los cuales diariamente estamos abocados. Ustedes, como parlamentarios, saben que una 
cosa son los temas vistos desde afuera y otra muy distinta son los temas en la cocina menuda y diaria. 
Con todos los respetos del caso, estimamos que las personas que están más en contacto con esta 
realidad del derecho penal en la que vivimos son, precisamente, los fiscales. Reitero que no se trata de 
un tema corporativo porque, inclusive, para temas que afecten los derechos personales de los fiscales 
puede darse la creación —en la versión taquigráfica de esta comisión he visto que lo han discutido— de 
otro consejo consultivo. 


Por lo tanto, no hay una posición corporativa en cuanto a que nos interese discutir sobre 
derechos nuestros; se trata de discutir las líneas generales de actuación que van a ser las 
instrucciones generales. Esa integración tendrá un número mayoritario de fiscales, pero, por ejemplo, 
puede haber colaboración de la cátedra que también estimamos que debe estar presente. 


Tenemos nuestras dudas en cuanto a la integración del Colegio de Abogados o de cualquier 
otra ONG que represente de alguna forma intereses particulares. ¿Por qué hay dudas? El Colegio de 
Abogados representa a la esencia de nuestras contrapartes en el proceso penal; el ejercicio de la 
abogacía es la contrapartida del ejercicio de la acción fiscal. En consecuencia, me pregunto si hoy o 


mañana, en la Defensoría de Oficio o en otra repartición donde fuera necesaria una determinada 
orientación para algún tipo de profesional, aceptarían la participación de fiscales en lineamientos que 
hacen básicamente a la actividad defensiva como puede ser el caso ya citado de la Defensoría de 
Oficio. No me parece pertinente porque los abogados, que son nuestra contraparte debido a una 
conformación profesional e ideológica —dejando de lado las buenas o malas intenciones porque ese no 
es el punto—, obviamente van a pensar con mentalidad defensista cuando no necesariamente las 
instrucciones generales y toda la estructura de la fiscalía tenga que estar en ese lineamiento. Los 
señores senadores nos podrán decir que puedan dar garantías de una nueva visión, pero si las 
mayorías o las estructuras de ese consejo consultivo tienen, como al día de hoy, un solo representante 
fiscal —más allá del representante de la Fiscalía de Corte—, entonces las estructuras se desbalancearán 
y no creo que sea el momento oportuno para esa integración de personas ajenas a la labor. Por lo 
tanto, nos parece que la integración, la actuación preceptiva y vinculante del consejo consultivo son 
piedra angular en este difícil tema de equilibrio entre instrucciones generales e independencia técnica. 
Esto está en la cúspide del planteamiento. 


Por otra parte, en la base del planteamiento tenemos al artículo 59 —quizá tengamos 
diferente la ubicación numérica de los artículos—, que prevé los mecanismos de excusación de los 
fiscales al momento de entender que no son de aplicación las instrucciones generales. Nos parece que 
el sistema por el cual el fiscal puede negarse a la aplicación de instrucciones generales —aunque todo 
quede en la decisión del fiscal de Corte- no está acabado. El sistema tendría que tener una 
culminación debida, en la que el fiscal se excuse, plantee sus objeciones —incluso con el estudio de 
ese consejo consultivo—, se le dé la abstención y se posibilite un tema de conciencia, que es muy 
delicado porque tiene que ver con actuar en contra de su concepción, nada menos que en un proceso 
penal —y lo digo porque tengo muchos años de experiencia— en el que hay que estar motivado para 
soportar todos los avatares que conlleva, sobre todo aquellos de determinada enjundia. Pido disculpas 
por ser reiterativo, pero entendemos que en la cúspide debe haber un consejo consultivo debidamente 
integrado por personas que entiendan del tema y —tal como dice el doctor Risso en su informe-— en la 
base, debe estar el artículo 59, que debe culminar con un procedimiento que realmente le dé las 
garantías al fiscal de poderse excusar y pasar el caso. 


Para concluir, debo decir que, de acuerdo con el derecho comparado, el tema de las 
instrucciones generales y la independencia técnica son muy delicados —en el derecho comparado 
existen ejemplos que no serían en absoluto pertinentes seguir—, que el delicado equilibrio entre las dos 
partes —-que son la independencia técnica y las instrucciones generales- debe ser estudiado con 
minuciosidad porque todos sabemos las consecuencias negativas que pueden emanar de un 
desequilibrio, que estamos de acuerdo con el principio de unidad de acción —estamos de acuerdo con 
que deben haber elementos que aglutinen a los fiscales en este nuevo sistema acusatorio-, que 
bregamos por un consejo consultivo que tenga una debida integración de personas que conocen la 
materia y por eso insistimos en la integración de fiscales más allá de la cátedra, y que bregamos 
porque el artículo 59 culmine en un procedimiento racional que permita al fiscal poderse excusar en 
caso de necesidad. 


Con modestia, que no tengo, estimo que las personas con experiencia —en mi caso tengo 
treinta y cinco años de oficio- no pueden estar en el mismo grado —lamento ser tan directo— que las 
personas que llegan de otras asociaciones y que ni siquiera han enfrentado uno o dos procesos 
penales. Como he tenido la oportunidad de integrar el consejo consultivo y de departir con ellos —sin 
conocer antecedentes profundos—, me he dado cuenta de que son personas que a veces tienen una 
concepción idealista de lo que es nuestro derecho penal, pero la realidad es mucho más compleja y 
nosotros chapoteamos en el barro en forma diaria. 


SEÑOR ROSA.- Me voy a referir a los derechos de los fiscales en la ley orgánica que se está 
proyectando. Como señaló el doctor Risso en su informe —y nosotros lo afirmamos en la anterior 
comparecencia— en el proyecto de ley remitido por el consejo consultivo y elaborado por la Fiscalía 
General de la Nación no existe un capítulo de derechos relativos a los fiscales. Creemos que una ley 
que establece una serie de deberes debería contemplarlo, principalmente lo relativo a los derechos que 
actualmente gozan los fiscales. En el estatuto proyectado no decimos que se pierdan, pero no se 
establecen expresamente. 


Por ejemplo, el artículo 11 del proyecto de ley establece el principio de organización dinámica. 
Esto es compartible en el sentido de que el funcionario está para la función y no viceversa, pero —-como 


todo principio- debe tener una cortapisa, que en este caso son los derechos adquiridos por los 
funcionarios, en especial los relativos al cambio de repartición dentro del territorio nacional. La 
movilización de un fiscal a reparticiones más lejanas puede significar un perjuicio en tanto que en la 
organización territorial de nuestro país se toman ciertas fiscalías como de ascenso o descenso. Por el 
principio de organización dinámica se podrían vulnerar esos derechos y trasladar a un fiscal que, por 
ejemplo está en Durazno, a una repartición en Bella Unión. 


SEÑOR MIERES.- Simplemente hago uso de la palabra para aclarar que el artículo 11 que votamos 
incluyó la preocupación que ustedes plantean a través del siguiente agregado al final: «en cuanto no 
afecta la carrera funcional y los derechos adquiridos de sus integrantes». 


SEÑOR ROSA.- Sí, pero también lo quería asociar con otros artículos, entre ellos el 55. Quiero hacer 
hincapié en la importancia de los derechos adquiridos por los fiscales. Consideramos necesario 
establecer una denominación genérica que consigne que los fiscales no perderán los derechos 
establecidos actualmente en el estatuto en lo que tiene que ver con remuneraciones y licencias, y esos 
derechos también deben ser válidos para las personas que ingresen a la Fiscalía. Digo esto porque los 
derechos adquiridos pueden ser respetados para las personas que están actualmente en la Fiscalía, 
pero hay fundamentos que indican que deben ser extensibles a las personas que ingresen a la función. 


En cuanto a las licencias, nosotros tenemos un régimen establecido, pero el proyecto de ley 
establece la denominación «licencia reglamentaria». Creemos que el término «reglamentaria» podría 
generar inconvenientes porque la reglamentación podría establecer un régimen diferente al actual, 
sobre todo para las personas que ingresen a la función. Entonces, entendemos que el régimen de 
licencias que deben tener los fiscales es el que está consignado hoy en la ley n.? 15365, tanto los 
fiscales que están hoy en la función como los que ingresan, porque ese régimen contempla también la 
manera en que trabajan los fiscales, el régimen ful! time. 


Asimismo, en el numeral 2 del artículo 62 se establece que los fiscales, entre sus deberes 
funcionales, deberán asistir diariamente al despacho y cumplir un horario mínimo que establezca la 
reglamentación. Nosotros ya nos pronunciamos en contra de que se establezca un horario mínimo 
porque entendemos que nosotros somos full time y, entonces, tenemos que estar permanentemente a 
la orden. O sea que no es necesario que se introduzca una previsión de un horario mínimo. Y nos 
sorprende que se establezca que funcionarios ful! time —como somos nosotros— tengan que cumplir un 
horario mínimo y, en contrapartida, no se contemple un derecho fundamental que está establecido en 
el orden constitucional como es el derecho al descanso semanal. Esto es algo que no se prevé. Puede 
suceder que un fiscal esté siete días de turno en una fiscalía, de lunes a domingo, y sin embargo al 
lunes siguiente tiene que ir a trabajar normalmente. Entonces, ese fiscal no tiene ni un día de descanso 
semanal. Creo que eso el estatuto tiene que proyectarlo. O sea que vemos que falta que se consignen 
derechos a los funcionarios fiscales, y en contrapartida vemos imposición de deberes y, a su vez, 
sanción al incumplimiento de esos deberes, como el no cumplir el horario mínimo. Lo vemos con 
preocupación en cuanto al proyecto en general. 


En cuanto al tema de las remuneraciones se nos consultó por qué habíamos recomendado a 
esta comisión —era nuestro parecer— que debería haber una inclusión que dijera «así como toda otra 
remuneración de cualquier especie». Esto obedece a que en el régimen remuneratorio se nos equipara 
con los salarios de los magistrados judiciales, y entendemos que los salarios de los magistrados 
judiciales constan —y los nuestros hoy en día— de una serie de partidas que están desglosadas en cada 
uno de los recibos de sueldo. Por lo tanto, entendemos que si la equiparación no se hace a la totalidad, 
podría darse el caso de que en el día de mañana a los magistrados judiciales se les agregue alguna 
partida por algún concepto y que no signifique el mismo aumento o la misma variación a los fiscales, 
porque la equiparación no se hace totalmente a toda remuneración de cualquier especie. Es por eso 
que recomendábamos que se incluyera ese aditamento de «así como toda otra remuneración de 
cualquier especie». 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a empezar por el final, porque me parece que es lo más sencillo. 


Respecto de las remuneraciones, en realidad, es lógico lo que plantean. Lo que nosotros 
quisimos conocer bien en el comparativo entre la remuneración de ustedes y la de un juez es si no 
había nada que no fuera necesario. Es exclusivamente para legislar en forma responsable. Es lógico 


que normalmente los jueces tengan una compensación por vivienda cuando van al interior, y el fiscal, si 
lo trasladan, también debería tenerla. Los jueces tienen una compensación por capacitación, y es 
lógico que los fiscales la tengan. Eso va de suyo. Nuestra preocupación fue, justamente, conocer 
cuáles son las dos remuneraciones que estamos equiparando porque no lo vamos a hacer a ciegas. 
Esa fue la apreciación que hicimos y pedimos la información suficiente para actuar con 
responsabilidad. 


Respecto de los derechos de los funcionarios fiscales, que es una preocupación que tenemos 
a nosotros nos parece muy importante—, sería bueno si nos pueden pasar una lista que detalle uno a 
uno cuáles son esos derechos que entienden que faltan, para analizarlos. No adelanto opinión, pero es 
bueno tener la óptica de ustedes. Y sería bueno tener esa información lo antes posible, porque ya 
entramos en la recta final. 


Con respecto a lo otro —este es un planteo más de fondo—, hay algo que no me gusta de las 
instrucciones generales, y es que no dice qué son, no hay una definición. Lo que sabemos es que entre 
los motivos por los cuales pueden dictarse es por aplicación del principio general de unidad y que hay 
una norma que establece que no puede invadir el principio de legalidad. Para saber si pueden dictarse, 
primero hay que definir qué es una instrucción general. En el derecho comparado hay de todo, y hay 
cosas que me preocupan mucho como que un ministro de Justicia dicte una instrucción general; estoy 
seguro que nadie quiere a un ministro de Justicia político que esté dictando instrucciones generales. 
Creo que como nuestra formación jurídica es la misma -—tenemos separación de poderes e 
independencia técnica— nos vinculamos con las instrucciones generales con aprehensión, lo cual es 
bueno desde el punto de vista democrático republicano. Repito, sería bueno conseguir una definición, 
quizás lo más parecido esté en la ley argentina. ¿Ustedes podrían definir, no por la negativa, qué es 
una instrucción general? 


La ley argentina establece que el consejo consultivo está integrado por el fiscal, representante 
del Ministerio Público, y seis fiscales designados por votación directa. La incidencia de este consejo 
consultivo sobre las instrucciones generales es casi de tribunal de alzada. Es decir, la ley dice que 
cuando hay una instrucción general y un fiscal hace una objeción, la eleva al consejo consultivo —tiene 
otro nombre— para que resuelva. Esta solución no me gusta mucho porque, en definitiva, a un fiscal 
siempre le va a costar hacer una objeción contra una instrucción general de su jerarca, sometiéndolo a 
un tribunal integrado por sus pares. Se genera una tensión que me parece de segundo grado e 
innecesaria cuando en realidad se puede participar en ese consejo consultivo a partir del dictamen de 
las instrucciones generales. También me gustaría saber si piensan que ese consejo consultivo va a 
estar integrado solo por fiscales o por alguien del Colegio de Abogados, etcétera; yo soy abogado y no 
me gustan las injerencias de otros poderes —esto no es defensa del corporativismo, es autonomía 
técnica—, mucho menos si es el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ZUBÍA.- El artículo 15, inciso a) de la Ley Orgánica argentina dice: «ARTÍCULO 15.- Consejo 
General del Ministerio Público Fiscal de la Nación. El Consejo General del Ministerio Público Fiscal de 
la Nación tendrá las siguientes funciones: a) Asesorar al Procurador General de la Nación en el diseño 
de la política de persecución penal y en otros temas que éste le solicite». Me parece que aquí se 
explica que el Consejo General del Ministerio Público y Fiscal en esa actividad de asesoramiento está 
realizando lo que estamos proponiendo. Continúa diciendo: «b) Proponer medidas de corrección o 
instrucciones generales para el mejor funcionamiento de la institución. c) Convocar a personas e 
instituciones que, por su experiencia profesional o capacidad técnica [...] d) Dictaminar cuando una 
instrucción general del Procurador General de la Nación o una disposición reglamentaria fuese 
objetada por un magistrado del Ministerio Público Fiscal de la Nación, conforme la reglamentación que 
se dicte al respecto». 


Es decir que la función de asesorar cuando hay objeción está, pero lo primero es la función de 
ayudar o asesorar en el diseño de la política. Creo que ahí podría estar la respuesta. Nos parece 
pertinente que sea el consejo consultivo el que intervenga en el diseño de las políticas de persecución 
penal, es decir, en las instrucciones generales. 


La otra pregunta es muy difícil y no quiero usar el procedimiento que a veces pueden utilizar 
ustedes: «Pregúntele a quién realizó la ley». No lo quiero usar. Para nosotros, hoy por hoy, es un poco 
difícil decir «defina las instrucciones generales». Estimo, en forma completamente intuitiva —porque uno 
tiene que pensar un poco este tema que es el central-, que las instrucciones generales tienen que ser 


las que posibiliten llevar a cabo, dentro del marco de la legalidad, la persecución más eficiente de los 
delitos. Es una definición en forma muy genérica. Cuando insistí en las formas alternativas de 
conclusión de procesos del Código del Proceso Penal con la suspensión condicional del proceso 
quería significar que una gran cantidad de procedimientos penales se van a llevar a cabo por estos 
instrumentos del proceso abreviado, de la suspensión condicional del proceso de acuerdo con lo que 
nos ha informado el propio doctor Díaz que nos dice que en un 90% de los casos se solucionan por 
esta vía y solo un 10% van a juicio. 


Si me preguntara dónde es que las instrucciones generales van a tener más peso, si en un 
proceso normal penal o en estos procesos llamémosle abreviados o extraordinarios—, me atrevería a 
decir —aunque me puedo equivocar— que en estos procesos extraordinarios, abreviados o de 
suspensión condicional del proceso las instrucciones generales son claves porque determinan si hay o 
no persecución penal. No quiero usar un lunfardismo —porque después me acusan de ello; 
perdónenme la chabacanería—, pero no es moco de pavo —como dice el paisano— calcular cuándo el 
fiscal va a decir «llevo adelante un proceso penal o suspendo condicionalmente el proceso». De alguna 
forma se podría discutir si los principios de legalidad, a pesar de que está previsto este procedimiento 
en forma extraordinaria, son de aplicación del caso porque hay determinadas conductas de 
trascendencia penal a las cuales se les va a suspender condicionalmente la persecución penal. Ahí es 
donde a nosotros tampoco se nos hace fácil visualizar las instrucciones generales. Por eso la 
importancia del delicado equilibrio, de la participación de un consejo consultivo y de lo del artículo 59, 
un mecanismo eficiente para que el fiscal, llegado el caso, pueda abstenerse. 


Es verdad lo que el senador decía respecto a la dificultad del fiscal para plantear ante su 
superior cualquier tipo de deseo de no cumplir con las instrucciones generales. Ahí asumo la necesidad 
de que somos fiscales; creo que somos magistrados y no por el título. Venir a plantear estos temas 
acá —sobre todo con versión taquigráfica mediante porque no podemos eximirnos de ella— no es fácil 
para nosotros, porque muchas veces estamos discrepando con el jerarca del servicio y eso no es fácil 
para ningún funcionario. A pesar de eso estamos convencidos de que queremos un nuevo CPP, una 
organización dinámica del servicio para un proceso acusatorio, y principios de unidad y acción. Ese 
delicado equilibrio del consejo consultivo y los mecanismos de excusación son los que nos pueden 
ayudar. 


SEÑOR ROSA.- Una posible definición de las instrucciones generales es que serían pautas 
obligatorias y generales para la actuación de los fiscales en su función y podría abarcar todo lo que no 
está definido por la ley. Me parece que la instrucción general va a regular cómo se va a llevar adelante 
la función de los fiscales; serían pautas de actuación general. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizás soy de otra generación y me cuestan ciertas cosas pero esta 
definición de pautas generales me pone un poco nervioso. Me pregunto: ¿pautas generales de qué? 
¿De actuación en estos nuevos procesos que van a evitar iniciar un enjuiciamiento? ¿Las pautas 
generales que no afecten un principio de legalidad pueden hacer que un delito que está tipificado como 
tal no sea perseguible por el fiscal? No. Sin embargo, cuando se ponen ejemplos, se dice que hay 
delitos cuya persecución no se va a priorizar. Pero, ¿el fiscal va a decidir priorizar cuándo se persigue 
un delito y cuándo no? El viernes pasado, el fiscal de corte dijo con total honestidad, que hoy persiguen 
todos los delitos por igual. ¡Claro! Si son delitos. Entonces, ¿ahora se van a priorizar algunos delitos 
frente a otros? Parecería que la aplicación del principio de legalidad no debería permitir esto o, al 
menos, dar pautas muy precisas y, al menos en lo personal, no las veo en esta redacción, que entiendo 
deja a discreción la decisión de si se persiguen o no ciertos delitos. Me parece que esto puede ser 
problemático porque puede suceder que en casos de escándalo público sí se persigan. Un ejemplo 
puede ser el de un político, para el que se puede solicitar procesamiento con prisión, como si fuera 
para un intendente, o sin prisión, por algún otro motivo. Por lo tanto, necesitamos tener más precisión 
o, al menos, hacer un esfuerzo en ese sentido. Aclaro que no estamos en contra de las instrucciones — 
en lo personal me gustaría llamarlas de otra forma; quizás recomendaciones, que parece más 
sensato-— pero sí de la falta de definición, lo que luego se va a traducir en el accionar. 


SEÑOR ZUBÍA.- Nosotros tenemos las mismas dudas. Hemos mantenido conversaciones muy 
directas con el doctor Díaz y él prioriza una especie de sinceramiento con respecto a lo que hoy 
podemos realizar porque, es verdad, que en la actualidad muchas veces aplicamos el principio de 
oportunidad. Sin embargo, cuando ese sinceramiento lleva a que todo un sistema tenga que funcionar 
en un determinado marco —tenemos que verlo porque ese sistema todavía no lo tenemos-—, de cierta 


incertidumbre en cuanto a qué se persigue y qué no, también nos surgen dudas. Por nuestra parte, no 
podemos definir lo relativo a instrucciones generales —no me quiero sacar el sayo pero quien envía el 
proyecto es la Fiscalía General- y quizás se debería solicitar, en principio, una definición más precisa a 
la Fiscalía General. El señor senador Bordaberry también sabe que en el derecho las definiciones 
precisas pueden tener como contrapartida atar a quien efectúa la definición. 


De todos modos, para que se pueda captar el espíritu de todo esto, quiero comentar que los 
fiscales hemos estado reunidos desde las diez de la mañana y, en lo personal, me desperté a las cinco 
de la mañana pensando en esta importantísima convocatoria. A mi juicio, el tema central sigue siendo 
un consejo consultivo que ponga toda la mesura, equidad y equilibrio como para poder asesorar y 
trabajar con el fiscal de corte. Creo que a esta altura del partido se ha avanzado hasta ciertos casilleros 
y es muy difícil retrogradar. Estamos en una determinada ubicación, hay un código del proceso penal y 
toda la Asociación está en concordancia con eso. En lo personal, tengo el famoso 295, relativo a la 
libertad condicional, en discusión dentro de mi cabeza, que me golpea una y otra vez, pero bueno, ese 
es un problema mío. 


Estamos embarcados en algo y estimo que la vuelta de tuerca del delicado equilibrio tiene 
que venir por el consejo consultivo. Al mismo tiempo, estimamos muy sinceramente que una 
integración política del consejo consultivo no sería acertada porque la integración debe ser por 
personas que estén en el metier penal. La integración con un representante, más allá de las dignidades 
de las personas del Parlamento y del Poder Ejecutivo, no nos parece que pueda aportar porque estar 
una tarde en un juzgado o en una causa es lo que comienza a dar experiencia de las dificultades que 
hay en ese trasiego. 


Insistimos: la piedra central es el consejo consultivo. Apoyamos la existencia de una unidad 
de acción. En este momento, no se trata de apoyar o no porque es de Perogrullo que está porque el 
Código del Proceso Penal no puede avanzar si no es con una unidad de acción. 


Respecto a las denominaciones —tal como señalaba el señor senador— en la interna hemos 
tenido muchas posiciones de cómo denominar: si instrucciones generales u otras, pero ese es el tema 
que hoy está acá a estudio. 


Para terminar, quiero solicitarles el delicado equilibrio al momento de los pesos y contrapesos 
del consejo consultivo y la integración de personas que estén de un lado del mostrador. 
Lamentablemente no me parece oportuno que la Policía nacional, por ejemplo, un consejo de 
asesoramiento al señor ministro del interior, tuviera integración de profesionales cuya finalidad es librar 
a su cliente de la persecución penal. El abogado defensor tiene como primera base liberar a su cliente 
dentro de los medios lícitos, que todos sabemos que los respetan a rajatabla. Entonces, si en un 
consejo consultivo que va a diseñar políticas de persecución penal tenemos integrantes del Colegio 
de Abogados —tengo enorme respeto por sus integrantes con quienes dialogamos diariamente en los 
juzgados—, estamos integrando con personas de la contraparte un consejo consultivo que tiene que 
procurar la más eficiente persecución penal. Quizás esto lo diga así por un tema de deformación 
profesional. Como fiscal veo sombras por todos lados y ese es un problema al que la vida me ha 
llevado. Tendré que consultar al sicólogo o al siquiatra —es un problema personal-, pero el abogado 
defensor también tiene una deformación profesional, pues tiende a la benignidad propia de su metier 
en todo momento. Entonces, integrar con personas que sean ajenas al quehacer no me parece 
oportuno. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ROSA.- Quiero hacer una puntualización antes de que se nos olvide. Nos comprometemos a 
hacer llegar a la brevedad a la secretaría de la comisión —si les parece bien— un racconto sobre los 
derechos a los cuales nos referimos para que sean incluidos en el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si las opiniones vertidas representan a la totalidad de la 
Asociación de Fiscales. 


SEÑOR ZUBÍA.- Seamos honestos: es imposible representar el 100%, pero en las asambleas hay 
mayorías. Concretamente: las modificaciones que planteamos fueron aprobadas. Lo único novedoso 
fue lo del consejo consultivo -que fue posterior— que motivó una asamblea con una enorme cantidad 
de fiscales y en la que por mayoría abrumadora se nos habilitó para sostener la necesidad de un 
consejo consultivo con mayoría de fiscales o de personas directamente vinculadas al quehacer jurídico 
desde este lado del mostrador. O sea que en términos generales son ratificadas. 


Termino con una brevísima reflexión -sé que estoy en franca minoría o en retroceso— sobre el 
concepto de magistrado. Lo dije la vez pasada e insisto: cuando decimos magistrado, no hablamos de 
un tema de título: el magistrado no debe tener horario porque defiende la independencia técnica; no es 
un funcionario más. Hoy conversaba con los compañeros que, por ejemplo, en una noche me tuve que 
levantar tres veces para ir al levantamiento de cadáveres. Fue una noche aciaga, pero el magistrado 
está para la función. Estamos expuestos a cualquier tipo de agresión y a poner nuestra cara, en todo 
momento, por cualquier error que cometamos. Quiere decir que hay un concepto de magistrado que 
sigue manteniéndose en la ley argentina —no veo a santo de qué-— y que quita este proyecto de ley, 
como no sea la aplicación de un estatuto de horario, licencia, actividad determinada aquí o allá, lo que 
no parece ser lo más pertinente para un fiscal que está ejerciendo nada menos que el accionamiento 
penal, que no es cosa fácil. Perdón por la insistencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la concurrencia de todos nuestros invitados en la tarde de hoy. 
(Se retiran los representantes de la Asociación de Fiscales del Uruguay). 


—Estamos en condiciones de continuar ya que, en función de lo definido, han concluido las 
comparecencias a comisión por este tema, salvo que haya alguna inquietud más para plantear. Hemos 
recibido los testimonios de los representantes de la Asociación de Fiscales del Uruguay y del fiscal de 
Corte y procurador general de la nación en referencia a los artículos que se desglosaron y, cuando lo 
estime pertinente la comisión, correspondería comenzar su tratamiento y votación. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señor presidente: como bien dijo, creo que llegó el momento de votar los artículos 
que faltan. A esos efectos acabamos de escuchar, por segunda vez, a la Asociación de Fiscales del 
Uruguay y el viernes tuvimos la presencia del fiscal de Corte y procurador general de la nación. Creo 
que para la próxima sesión deberíamos traer los textos adecuados y someterlos a votación porque los 
tiempos se agotan. El proyecto de ley tiene que remitirse a la Cámara de Representantes para su 
aprobación y lo va a necesitar la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación para trabajar 
en la aplicación, en julio, del CPP. No sé cuántos artículos quedan pendientes, pero todos están 
vinculados a estos temas que se trataron en el día de hoy. Vamos a tener que adoptar definiciones 
porque los tiempos de la escucha ya se agotaron, por lo que estaría proponiendo, si estamos de 
acuerdo, que la sesión próxima —veremos cuánto es y no habría problema en caso de ser el martes, 
en la reunión ordinaria- ya concurramos con la definición de votar y de terminar el tema de los 
estatutos de la fiscalía y también de la ANV, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a pedir a Secretaría —aunque sé que lo ha hecho siempre en tiempo y 
forma— que vuelva a enviarnos esos 12 o 13 artículos desglosados que someteríamos a aprobación 
como primer punto del orden del día de la próxima sesión. 


Además y tal como lo establecimos, nos llevamos las propuestas de modificación respecto a 
la ANV que ha sugerido el señor senador Bordaberry con la intención de aprobarlas también el martes 
e incorporarlas el miércoles al tratamiento del Plenario. 


El resto del orden del día se confeccionará de acuerdo a lo que conversamos previamente, 
por lo que estamos convocando para el próximo martes. 


Por otra parte, comunico que el 15 de setiembre fue aprobado en la Cámara de 
Representantes lo relativo al principio de oportunidad, por lo que lo vamos a incorporar de la forma que 
definimos para estos temas que vienen de la Torre Ejecutiva. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 15:51). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


